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Proceso

Ordinario Laboral – Modifica sentencia que accedió a las pretensiones
Radicación Nro.

66001-31-05-002-2014-00516-01

Demandante:

Mario Montoya Agudelo    

Demandado:

Colpensiones

Magistrado Ponente:    Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
  Juzgado Segundo Laboral del Circuito

Tema:
1. CONTRATACIÓN DE LOS SERVICIOS DE ENSEÑANZA DE DOCENTES POR HORA CÁTEDRA. La Sala de Casación Laboral por medio de sentencia de 17 de mayo de 2011 radicación Nº 38.182 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz determinó que en este tipo de casos, la contratación de los docentes no depende de la modalidad o duración de la jornada pactada, pues cuando concurra la actividad personal, la continuada dependencia y subordinación y una remuneración, esto es, los tres elementos previstos en el artículo 23 del C.S.T., la naturaleza de esa relación contractual es de índole laboral (…). 2. NORMATIVIDAD LLAMADA A REGULAR LA OMISION EN LA AFILIACION POR PARTE DEL EMPLEADOR. A partir de sentencia de 27 de enero de 2009 con radicación Nº 32.179, reiterada en providencias de 20 de marzo de 2013 radicación Nº 42.398, SL464 de 17 de julio de 2013 radicación Nº 45.712, SL16715 de 5 de noviembre de 2014 radicación Nº 52.395 y más recientemente la SL14.388 de 20 de octubre de 2015 radicación Nº 43.182 ésta última con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, la Sala de Casación Laboral estableció que las normas llamadas a resolver los conflictos que se presenten por la falta de afiliación o mora en el pago de los aportes a la seguridad social en pensiones, son las que se encuentren vigentes para el momento en que se causa la prestación económica reclamada, en consideración a que el legislador ha expedido disposiciones tendientes a solucionar esas eventualidades y a impedir que se lesione la configuración plena de los derechos pensionales de los afiliados; (…) 3. CONSECUENCIAS DE LA NO AFILIACION O AFILIACION TARDÍA AL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN PENSIONES CUANDO LA PRESTACIÓN SE CAUSE EN VIGENCIA DE LA LEY 100 DE 1993 Y EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003. [E]n aquellos casos en los que no haya afiliación del trabajador por parte del empleador por falta de cobertura, declaración de contratos realidad en los que no hubo inscripción al sistema de pensiones y ausencia de afiliación por omisión pura y simple del empleador, el reconocimiento de la pensión estará a cargo de la respectiva entidad de seguridad social, mientras que el empleador omisivo tendrá la obligación de cancelar el correspondiente cálculo actuarial (…).
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MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, siete de junio de dos mil diecisiete, siendo las dos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la CONGREGACIÓN DE LOS HERMANOS DE LAS ESCUELAS CRISTIANAS en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 27 de mayo de 2016, así como el grado jurisdiccional de consulta de la misma, dentro del proceso promovido por el señor MARIO MONTOYA AGUDELO y en el que también esta demandada la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2014-00516-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
El pasado 24 de mayo de 2014, la apoderada judicial del señor Mario Montoya Agudelo allegó escrito visible a folios 9 y 10 del cuaderno de segunda instancia, en el que informa que el demandante falleció el 21 de septiembre de 2016, motivo por el que solicita que el proceso continúe con la señora María Ruby Tabares Vásquez como sucesora procesal del causante, en su calidad de cónyuge supérstite, y para ello arrimó el registro civil de defunción emitido por la Notaría Quinta de Pereira –fl.12 del cuaderno de 2ª instancia- en el que se constata el suceso relatado anteriormente e igualmente el registro civil de matrimonio expedido por la Notaría Primera del Círculo de Pereira –fl.13 del cuaderno de 2ª instancia- en donde se verifica que el señor Mario Montoya Agudelo y la señora María Ruby Tabares Vásquez contrajeron matrimonio el 29 de enero de 1970, manteniéndose vigente esa unión hasta el 21 de septiembre de 2016 cuando él falleció.
Por tales motivos le otorgó poder a la Dra. Paola Andrea Herrera Marulanda, para que en su nombre y representación continúe y lleve hasta su finalización el proceso ordinario laboral iniciado por su cónyuge fallecido en contra de las entidades accionadas.
Al cumplir esa solicitud con lo previsto en el artículo 68 del C.G.P. se accede a ella y en consecuencia se tiene a la señora María Ruby Tabares Vásquez en su calidad de cónyuge supérstite del señor Mario Montoya Agudelo, como su sucesora procesal dentro del presente asunto e igualmente se le otorga personería a la Dra. Paola Andrea Herrera Marulanda para que continúe actuando en el proceso con las facultades que le fueron otorgadas en el poder que obra a folio 11 del cuaderno de 2ª instancia.

ANTECEDENTES

Fue iniciado el proceso por el señor Mario Montoya Agudelo con el propósito de que la justicia laboral declare que entre él y la Congregación de los Hermanos de las Escuelas Cristianas –Colegio La Salle- existieron sucesivos contratos de trabajo entre el 1º de febrero de 1972 y el 30 de noviembre de 1992 y que tiene derecho a la pensión de vejez.
Aspiraba que se condenara a la Congregación a cancelar el valor del título pensional por no haberlo afiliado al ISS entre el 1º de febrero de 1972 y el 31 de enero de 1980 y con fundamento en esos aportes se condenara a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de vejez desde el 1º de marzo de 2008, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
El fundamento de sus pretensiones lo hizo consistir en que: Nació el 23 de marzo de 1946, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con más de 40 años de edad; prestó sus servicios bajo los presupuestos de varios contratos de trabajo entre el 1º de febrero de 1972 y el 30 de noviembre de 1992 a favor de la Congregación de los Hermanos de las Escuelas Cristianas –Colegio la Salle de Pereira-, sin embargo, solo fue afiliado a los riesgos IVM en el ISS el 1º de febrero de 1980; esa entidad ha certificado que trabajó para la institución entre las calendas señaladas inicialmente, como docente en el área de educación física, informando que durante toda la relación contractual había hecho los aportes al ISS; el 18 de junio de 2008 elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez, la cual fue resuelta negativamente en la resolución Nº 008219 de 2008; el 10 de diciembre le solicitó al ISS que liquidara y cobrara a la Congregación el título pensional correspondiente por el periodo comprendido entre el 1º de febrero de 1972 y el 31 de enero de 1980; el 11 de febrero de 2013 se le solicitó al Colegio La Salle que cancelará al ISS el mencionado título pensional, sin embargo, en escrito de 26 de febrero de 2013 se le informó que la Congregación no tenía esa obligación.
En su calidad de profesor del Colegio La Salle de Pereira, esa institución le reconoció media beca a sus tres hijos para que estudiaran en la institución educativa, iniciando dos de ellos el curso de kínder en el año 1976 y la otra en el año 1979; con el tiempo de cotizaciones que no cotizó el Colegio entre el 1º de febrero de 1972 y el 31 de enero de 1980, completa más de 1000 semanas en toda su vida laboral.
Al contestar la demanda –fls.142 a 149- la Congregación de los Hermanos de las Escuelas Cristianas manifestó que el señor Mario Montoya Agudelo prestó sus servicios como profesor de catedra entre los años 1972 y 1977, pues a partir de esa última anualidad fue vinculado a través de contrato de trabajo; expresó que por error del Colegio y por hacerle un favor al demandante, no procedió a afiliarlo a los riesgos IVM desde el año 1977, pues esa afiliación se hizo tardíamente en el año 1980. Frente a los demás hechos expresó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones dirigidas en contra de la institución educativa y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la relación laboral desde 1972 hasta 1976”, “Falta de causa para demandar”, “Buena fe” y “Prescripción”.
Por su parte, la Administradora Colombiana de Pensiones al dar respuesta a la demanda –fls.154 a 161- aceptó los hechos relacionados con la fecha de nacimiento del actor, que el Colegio La Salle lo afilió para cubrir los riesgos IVM en el año 1980 y el contenido de la resolución Nº 008219 de 2008. Frente a los demás hecho manifestó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Cosa Juzgada”, “Inexistencia del derecho”, “Cobro de lo no debido”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios”, “Buena fe” y “Prescripción”.
En sentencia de 27 de mayo de 2016, la funcionaria de primer grado indicó que no se ha configurado la excepción de cosa juzgada planteada por la Administradora Colombiana de Pensiones, pues si bien el accionante inició un proceso en contra del ISS y el Colegio La Salle, persiguiendo frente a esa institución que se hicieran las mismas declaraciones y condenas que se pretenden en este, lo cierto es que en aquella oportunidad la Sala de Descongestión Laboral de Bogotá en sentencia de 31 de mayo de 2012 se inhibió para decidir sobre las pretensiones incoadas contra el Colegio La Salle, al no obrar en el proceso la existencia de esa institución como persona jurídica, pues lo que se encontró en ese momento es que el Colegio La Salle de Pereira es un establecimiento educativo de propiedad de la Congregación de Hermanos de las Escuelas Cristianas.
Sentado lo anterior, determinó que entre el señor Mario Montoya Agudelo y la demandada Congregación existieron varios contratos de trabajo a término indefinido desde el 1º de enero de 1972 hasta el 1º de diciembre de 1979, periodo en el que esa institución no lo afilió a los riesgos IVM administrados por el Instituto de Seguros Sociales, motivo por la condenó a cancelar el título pensional correspondiente, el cual debe ser liquidado por la Administradora Colombiana de Pensiones.
A continuación, estableció que el accionante tiene derecho a que se le reconozca la pensión en consideración a que cumple con los requisitos exigidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 para ser beneficiario del régimen de transición y acreditó la edad y densidad de semanas exigidas en el Acuerdo 049 de 1990.

Al momento de liquidar el retroactivo pensional causado, indicó que todas las obligaciones generadas con anterioridad al 19 de septiembre de 2011 se encuentran cobijadas por la prescripción, razón por la que condenó a Colpensiones a reconocer y pagar por ese concepto la suma de $39.612.628, causado entre el 19 de septiembre de 2011 y el 30 de abril de 2016.

Finalmente condenó a Colpensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir de la ejecutoria de la sentencia.

Inconforme con la decisión, la Congregación de los Hermanos de las Escuelas Cristianas interpuso recurso de apelación manifestando que no resulta posible declarar la existencia de un contrato de trabajo entre el año 1972 y el año 1976, en consideración a que en esa época el actor estuvo vinculado como docente de catedra mediante un contrato de prestación de servicios, situación que quedó debidamente demostrada en el proceso, y bajo esa modalidad no era obligación de la institución afiliarlo al ISS y realizar las cotizaciones para cubrir los riesgos IVM.
Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, también se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Había lugar a declarar que los servicios prestados por el señor Mario Montoya Agudelo a favor del Colegio La Salle de Pereira de propiedad de la Congregación accionada entre los años 1972 y 1979 lo fueron bajo sucesivos contratos de trabajo?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Tenía la obligación la institución educativa demandada de afiliar al demandante a los riesgos IVM y cuáles son las consecuencias de la omisión?

¿Cumplió el señor Mario Montoya Agudelo con los requisitos exigidos para que se le reconozca la pensión de vejez que reclamó?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. CONTRATACION DE LOS SERVICIOS DE ENSEÑANZA DE DOCENTES POR HORA CATEDRA.

La Sala de Casación Laboral por medio de sentencia de 17 de mayo de 2011 radicación Nº 38.182 con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz determinó que en este tipo de casos, la contratación de los docentes no depende de la modalidad o duración de la jornada pactada, pues cuando concurra la actividad personal, la continuada dependencia y subordinación y una remuneración, esto es, los tres elementos previstos en el artículo 23 del C.S.T., la naturaleza de esa relación contractual es de índole laboral; situación que explicó en los siguientes términos:

“…según el artículo 23 del CST, la existencia del contrato de trabajo no depende de la modalidad o duración de la jornada laboral pactada.  De acuerdo con esta disposición, para que haya contrato de trabajo, se requiere que concurran la actividad personal del trabajador, la continuada subordinación o dependencia del trabajador respecto del empleador y un salario como retribución del servicio; una vez se dan estos tres elementos, existe el contrato de trabajo, independientemente de la denominación o de otras modalidades o condiciones que se le agreguen, lo que significa que la modalidad de la jornada de trabajo, si es por hora cátedra o jornada completa, en nada afecta la naturaleza de la relación laboral.”.

2. NORMATIVIDAD LLAMADA A REGULAR LA OMISION EN LA AFILIACION POR PARTE DEL EMPLEADOR.

A partir de sentencia de 27 de enero de 2009 con radicación Nº 32.179, reiterada en providencias de 20 de marzo de 2013 radicación Nº 42.398, SL464 de 17 de julio de 2013 radicación Nº 45.712, SL16715 de 5 de noviembre de 2014 radicación Nº 52.395 y más recientemente la SL14.388 de 20 de octubre de 2015 radicación Nº 43.182 ésta última con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, la Sala de Casación Laboral estableció que las normas llamadas a resolver los conflictos que se presenten por la falta de afiliación o mora en el pago de los aportes a la seguridad social en pensiones, son las que se encuentren vigentes para el momento en que se causa la prestación económica reclamada, en consideración a que el legislador ha expedido disposiciones tendientes a solucionar esas eventualidades y a impedir que se lesione la configuración plena de los derechos pensionales de los afiliados; situación que explicó en los siguientes términos:

“Ha dicho la Sala, en ese sentido, que «…las normas que pueden contribuir a resolver esas hipótesis de omisión en el cumplimiento de la afiliación al Instituto de Seguros Sociales o en el pago de aportes, con arreglo a los principios de la seguridad social de universalidad e integralidad, deben ser las vigentes en el momento del cumplimiento de los requisitos para obtener la pensión, pues ciertamente ha existido una evolución legislativa tendiente a reconocer esas contrariedades, de manera tal que las pueda asumir el sistema de seguridad social, pero sin que se afecte su estabilidad financiera.»”.

3. CONSECUENCIAS DE LA NO AFILIACION O AFILIACION TARDÍA AL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN PENSIONES CUANDO LA PRESTACIÓN SE CAUSE EN VIGENCIA DE LA LEY 100 DE 1993 Y EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003.

Venía sosteniendo la Sala de Casación Laboral en sentencias tales como la 39.811 de 1º de noviembre de 2011, 39.874 de 13 de marzo de 2013 y 38.587 de 30 de abril de 2013 que la consecuencia de la falta de afiliación o afiliación tardía por parte del empleador al sistema de pensiones, consistía en que éste asumiera el pago de las prestaciones, en las mismas condiciones en las que la hubiese concedido el respectivo fondo pensional, pues estimaba que “… si quien estando llamado a proteger los riesgos propios de la seguridad social, a través de las cotizaciones al sistema, ni siquiera afilia al empleado, no puede exonerarse de su responsabilidad en el pago de la pensión y eso es precisamente lo que concluyó el juzgador de segundo grado al resolver la controversia, esto es, que ante la inexistencia de la afiliación en pensiones, le correspondía asumir el riesgo, dado que no lo había subrogado, y por ello no advierte esta Sala el dislate jurídico al que se hace referencia.”.

No obstante, la Alta Magistratura mediante sentencias SL9856 de 16 de julio de 2014 radicación Nº 41.745, SL17300 de 24 de septiembre de 2014 radicación Nº 45.107, SL2731 de 11 de marzo de 2015 y SL14.388 de 20 de octubre de 2015 ésta última con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, cambió la posición referenciada anteriormente y enseñó que en aquellos casos en los que no haya afiliación del trabajador por parte del empleador por falta de cobertura, declaración de contratos realidad en los que no hubo inscripción al sistema de pensiones y ausencia de afiliación por omisión pura y simple del empleador, el reconocimiento de la pensión estará a cargo de la respectiva entidad de seguridad social, mientras que el empleador omisivo tendrá la obligación de cancelar el correspondiente cálculo actuarial; lo cual explicó de la siguiente manera:

“Por virtud de lo anterior, se repite, la jurisprudencia de la Sala ha evolucionado hasta encontrar una suerte de solución común a las hipótesis de «omisión en la afiliación» al sistema de pensiones, guiada por las disposiciones y principios del sistema de seguridad social, que no se aleja diametralmente de la que se sostiene frente a situaciones de «mora» en el pago de los aportes, pues, en este caso, se mantiene la misma línea de principio de que las entidades de seguridad social siguen a cargo del reconocimiento de las prestaciones.

Ahora bien, aquí y ahora, para la Corte resulta preciso reivindicar la mencionada orientación y evolución en su jurisprudencia, pues el mencionado traslado de responsabilidades entre entidades de la seguridad social – para pago de las pensiones - y empleadores – para pago de cálculos actuariales -, es el que resulta más adecuado a los intereses de los afiliados y el más acoplado a los objetivos y principios del sistema de seguridad social.

Así lo sostiene la Corte porque, en primer término, la referida doctrina encuentra pleno apoyo en la evolución de la normatividad reflejada en disposiciones como el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, el artículo 9 de la Ley 797 de 2003 y los Decretos 1887 de 1994 y 3798 de 2003. Asimismo, se acopla perfectamente a los principios de la seguridad social de universalidad, unidad e integralidad, que velan por la protección de las contingencias que afectan a todos los trabajadores, en el sentido amplio del término, a través de un sistema único, articulado y coherente, que propende por eliminar la dispersión de modelos y de responsables del aseguramiento que se tenía con anterioridad.”.

EL CASO CONCRETO
No se encuentra en discusión que el señor Mario Montoya Agudelo prestó sus servicios personales como docente a favor del Colegio La Salle de Pereira de propiedad de la Congregación de los Hermanos de las Escuelas Cristianas, entre el 1º de Febrero de 1972 y el 1º de Diciembre de 1979, pues esa situación no fue objeto de controversia por parte de esa institución educativa al momento de sustentar el recurso de apelación; operando de esta manera la presunción establecida en el artículo 24 del C.S.T., consistente en que toda relación de trabajo personal se presume regida bajo los presupuestos de un contrato de trabajo.

El argumento en el que basa su defensa la Congregación demandada, radica en que esos servicios prestados por el señor Mario Montoya Agudelo en el Colegio La Salle de Pereira estuvieron regidos bajo una relación contractual diferente a la laboral, por el hecho de que él fue contratado bajo la modalidad de hora cátedra, tal y como lo expone en el capítulo de “Hechos, fundamentos y razones de la defensa”, en donde indica “Desde 1972 hasta 1976 el señor Montoya prestó sus servicios como profesional independiente por hora catedra, forma de contratar muy común para los profesores más aún en el caso del demandante que prestaba sus servicios como profesor de tiempo completo en una institución pública, a partir de 1977 comenzó a laborar tiempo completo con la congregación.”.
Lo expuesto muestra que la Congregación nunca negó la existencia de los otros elementos constitutivos del contrato de trabajo, siendo su único argumento de defensa el señalado anteriormente, por lo que, tal y como lo explicó la Sala de Casación Laboral en la providencia referenciada líneas atrás, la relación sostenida entre el señor Mario Montoya Agudelo y la Congregación de los Hermanos de las Escuelas Cristianas entre el 1º de febrero de 1972 y el 1º de diciembre de 1979 fue de índole laboral y no dejó de serlo por la denominación que le dieron las partes, ni mucho menos por haberse dado bajo la modalidad de hora catedra; motivo por el que había lugar a declarar la existencia de esos contratos de trabajo, como acertadamente lo determinó la funcionaria de primer grado.

Aclarado lo anterior y teniendo en cuenta que la institución educativa accionada aceptó que la afiliación a los riesgos IVM solo se produjo a partir del año 1980, ha de concluirse que se produjo una afiliación tardía; por lo que, si bien la obligación de afiliación del trabajador se encontraba contenida en el Acuerdo 189 de 1965 aprobado por el Decreto 1824 de igual año, y su omisión no ocurrió en vigencia de la Ley 100 de 1993 o de la Ley 797 de 2003, la verdad es que conforme con lo enseñado por la Sala de Casación Laboral, como la pensión de vejez que se reclama se causaría en vigencia de ésta última norma, las reglas que rigen esa posible falta por parte del empleador son las previstas en dicho cuerpo normativo, y bajo esos parámetros a quien le correspondería responder por la prestación económica es a la entidad de seguridad social respectiva y por el contrario al empleador incumplido lo que le concierne es hacer el pago del correspondiente cálculo actuarial, como acertadamente lo decidió la falladora de primera instancia, haciendo claridad que la liquidación del mismo debe hacerse de conformidad con a la intensidad horaria que tenía el demandante en esa institución, pues como lo confesó esa entidad, entre los años 1972 y 1976 el accionante prestaba sus servicios por hora cátedra y no de tiempo completo, pues esta última modalidad solo empezó a darse entre las partes desde el año 1977. 
De acuerdo con lo expuesto, por los periodos comprendidos entre el 1º de febrero de 1972 y el 1º de diciembre de 1979 habrán de sumarse a la historia laboral del señor Montoya Agudelo 408,71 semanas y no 417.43 como lo determinó la a quo.
Sentado lo anterior y de conformidad con el registro civil de nacimiento visible a folio 50 del expediente, el señor Montoya Agudelo nació el 23 de marzo de 1946, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 48 años de edad, siendo de esta manera beneficiario del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, siéndole aplicable el Acuerdo 049 de 1990, ya que según la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.163 a 164- todas las cotizaciones que se reportan allí lo fueron con el Colegio La Salle de Pereira de propiedad de la Congregación demandada, es decir, las cotizaciones registradas fueron hechas por sus servicios prestados en el sector privado.

El mencionado Acuerdo exige a sus afiliados tener cumplidos 60 años de edad y haber cotizado por lo menos 500 semanas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad o 1000 semanas en cualquier tiempo.

Él cumplió los 60 años de edad el 23 de marzo de 2006 y según la historia laboral allegada por Colpensiones tiene 592,86 semanas de cotización en toda su vida laboral entre el 1º de febrero de 1980 y el 30 de noviembre de 1992, que al sumarle las 408,71 semanas dejadas de cotizar por falta de afiliación de la entidad educativa accionada, alcanzan un total de $1001,57 semanas cotizadas, que resultan suficientes para reconocer la prestación económica.

Según la tabla que se pone de presenta a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, el IBL obtenido con el promedio de los salarios devengados durante los últimos 10 años efectivos de cotización, ascienden a la suma de $525.758 para el 23 de marzo de 2006 cuando llenó la totalidad de requisitos para acceder a la pensión, que al aplicarle la tasa de reemplazo del 75% por las 1001,57 semanas cotizadas, arroja una mesada pensional para esa calenda del orden de $394.319, la cual resulta inferior al salario mínimo legal mensual vigente de esa anualidad que ascendía a la suma de $408.000, motivo por el que habrá de reconocerse como mesada pensional el valor del salario mínimo vigente para cada anualidad. El número de mesadas anuales a reconocer es de 14.

Antes de liquidar el retroactivo pensional correspondiente, es del caso analizar el tema de la prescripción, propuesto como excepción de mérito por parte de la Administradora Colombiana de Pensiones, y en ese aspecto se tiene que luego de cumplir con la totalidad de requisitos para acceder a la pensión el 23 de marzo de 2006 cuando el señor Montoya Agudelo cumplió los 60 años de edad, interrumpió el término de prescripción el 18 de junio de 2008 cuando elevó la solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez, misma que fue resuelta el 28 de agosto de 2008 mediante la resolución Nº 008219 de 2008, por lo que a partir del 29 de agosto de 2008 contaba con el término de tres años para presentar la acción ante la jurisdicción ordinaria laboral, y como ella solo se interpuso el 19 de septiembre de 2014 –fl.134- todas las obligaciones generadas antes del 19 de septiembre de 2011 se encuentran prescritas, como acertadamente lo determinó la falladora de primer grado.
Así las cosas, el retroactivo pensional causado entre el 19 de septiembre de 2011 y el 21 de septiembre de 2016, fecha en que falleció el señor Mario Montoya Agudelo, tal como se aprecia en el registro civil de defunción allegado en el curso de la segunda instancia, es del orden de $42.858.200, el cual deberá ser puesto a órdenes de la masa sucesoral del causante.

En cuanto a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, considera la Sala que los mismos solo pueden fijarse a partir de la ejecutoria de la sentencia y hasta que se verifique el pago total de la obligación, pues nótese que para el momento en el que el señor Montoya Agudelo reclama la prestación económica, en su historia laboral no se encontraban registradas las 408.71 semanas que se ordenan sumar en este ordinario laboral, por la falta de afiliación de la Congregación demandada entre el 1º de febrero de 1972 y el 1º de diciembre de 1979, por lo que la decisión adoptada en sede administrativa en ese momento se ajustaba a la Ley. Es de recordar, que los intereses moratorios que se generen, también deben ser puestos a disposición de la masa sucesoral del señor Mario Montoya Agudelo.

En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales primero, segundo, cuarto y quinto de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito.

Costas en esta instancia a cargo de la Congregación de los Hermanos de las Escuelas Cristianas en un 100% 
 En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales PRIMERO, SEGUNDO, TERCERO, CUARTO y QUINTO de la sentencia recurrida, los cuales quedarán así:

“PRIMERO. DECLARAR que entre el señor MARIO MONTOYA AGUDELO y la CONGREGACIÓN DE LOS HERMANOS DE LAS ESCUELAS CRISTIANAS existieron sucesivos contratos de trabajo entre el 1º de febrero de 1972 y el 1º de diciembre de 1979.

SEGUNDO. CONDENAR a la CONGREGACIÓN DE LOS HERMANOS DE LAS ESCUELAS CRISTIANAS a reconocer y pagar el respectivo título pensional por la omisión en la afiliación del señor MARIO MONTOYA AGUDELO entre el 1º de febrero de 1972 y el 1º de diciembre de 1979, correspondiéndole a COLPENSIONES realizar los cálculos con base en la intensidad horaria que tuvo el causante entre el 1º de febrero de 1972 y el 31 de diciembre de 1976.
TERCERO. DECLARAR que el señor MARIO MONTOYA AGUDELO tenía derecho a que se le reconociera la pensión de vejez a partir del 23 de mayo de 2006, en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 14 mesadas anuales.

CUARTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor de la masa sucesoral del señor MARIO MONTOYA AGUDELO la suma de $42.858.200, por concepto de retroactivo pensional causado entre el 19 de septiembre de 2011 y el 21 de septiembre de 2016, dado que todas las mesadas causadas con anterioridad al 19 de septiembre  de 2011 se encuentran prescritas.

QUINTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor de la masa sucesoral del señor MONTOYA AGUDELO, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 que se causen a partir de la ejecutoria de la sentencia y hasta que se verifique el pago total de la obligación.”. 
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia de 27 de mayo de 2016.
Sin costas en esta sede.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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